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1. Introducción. 

 

El estudio de las normas y procedimientos destinados a asegurar la libre competencia en el 

Derecho Comparado ha de tomar necesariamente en cuenta la visión de dos diferentes 

sistemas jurídicos que son el reflejo de distintas experiencias y percepciones acerca del 

Derecho. 

 

Por una parte la óptica del Common Law, en donde las decisiones o resoluciones que se van 

vertiendo con el tiempo, en casos iguales o semejantes, constituyen una de las principales 

fuentes legales. De esta forma, en la medida en que cada uno de estos antecedentes o 

precedentes va formando parte de las decisiones futuras se va gestando, finalmente, una línea 

jurídica uniforme. Este sistema es propio de los países de habla inglesa.  

 

Por otra parte la visión del Derecho Continental o del Civil Law, sistema en el cual juega un 

rol fundamental la ley y en donde es posible encontrar una codificación de ella, sea en el ámbito 

civil, comercial u otro. En estos sistemas es posible advertir una Filosofía del Derecho que 

inspira al conjunto de la legislación.  

 

El Derecho Comparado en materia de libre competencia presenta, en consecuencia, 

importantes diferencias que provienen de las disimilitudes que se dan en razón de diversas 

materias, como por ejemplo, la cultura y el sistema jurídico, el nivel de desarrollo de los países, 

las distintas realidades que pretenden ser reguladas y otras tantas más. 

 

En la doctrina comparada encontramos una importante referencia a esta distinción: “Los 

países de civil law o tradición jurídica de derecho civil hacen del derecho legislado o 

codificado la principal fuente del derecho y los casos individuales son resueltos de 

acuerdo a esas disposiciones, es decir, la legalidad es su principio esencial. En cambio, 

en el common law, la aplicación del derecho es mediante el escrutinio de las 

resoluciones en casos previos y la extracción de principios generales que son aplicados 
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a problemas particulares, es decir, se guían en términos generales por principios de 

equidad.” 1 

 

En consecuencia, el Derecho Comparado de la Libre Competencia, atendida su adscripción a 

una u otra familia jurídica podrá ser, sólo en algunos casos, equiparable y asimilable a nuestro 

ordenamiento jurídico nacional.  

 

No obstante lo señalado recientemente, y sin perjuicio del hecho que la diversidad de estas 

familias jurídicas puede dar origen a distintos sistemas jurídicos, la realidad de nuestros días 

está marcada por la existencia de una economía abierta y globalizada –como resultado del 

proceso de integración económica– que ha sido el elemento fundamental de la denominada 

transnacionalización del Derecho, razón por la cual resulta imposible visualizar la libre 

competencia sólo desde la perspectiva de cada legislación en particular.  

 

Este fenómeno traería consigo la unificación y armonización del Derecho a nivel mundial.  

 

Jorge Witker V., autor pionero en el establecimiento de un Derecho de la Competencia de 

ámbito continental, ha desarrollado profusamente un estudio comparativo de las reglas que 

rigen esta materia en cuatro legislaciones (Canadá, Chile, Estados Unidos y México), junto con 

el análisis de las normas del Derecho Económico Internacional (GATT-OMC) y de las 

disposiciones contenidas en los Tratados Bilaterales suscritos por Chile y los países miembros 

del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). Junto con lo anterior, ha centrado su 

diagnóstico en la tendencia a la transnacionalización del Derecho, su unificación y 

armonización, fenómeno que tendría como principal característica la “americanización” del 

mismo, esto es, el posicionamiento del Derecho de la Competencia Norteamericano como aquél 

de mayor referencia e influencia, debido, principalmente, a la fuerte expansión de sus normas y 

prácticas jurídicas en áreas específicas.  

 

Por otra parte, el comercio internacional, la creación de la Corte Penal Internacional para el 

tratamiento de los Derechos Humanos, las normas globales en materia de contaminación 

ambiental y propiedad intelectual, entre otros casos, reflejan la pérdida de competencia para la 

creación y aplicación de Derecho por parte de las legislaciones nacionales. Adicionalmente, 

conceptos tales como el trato nacional, el trato de la nación más favorecida y la transparencia y 

gradualidad presentes en los intercambios de mercaderías y servicios de los Tratados de Libre 

                                                           
1  Witker V., Jorge, “Derecho de la Competencia en América. Canadá, Chile, Estados Unidos y México”, Fondo de 

Cultura Económica, 2000, p. 264. 
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Comercio en vigor, son un claro ejemplo de la influencia de la globalización en los regímenes 

jurídicos.2 

 

En esta referencia al Derecho Comparado de la Competencia estimamos conveniente 

remitirnos a dos grandes ordenamientos jurídicos: El primero de ellos, el Derecho Antitrust 

Norteamericano, debido a su influencia e importancia; y, en segundo lugar, el Derecho de la 

Competencia de la Unión Europea, como modelo de una legislación unificada y transnacional.  

 

2. Análisis del Derecho Antitrust Norteamericano. 

 

La legislación antitrust norteamericana se construye, fundamentalmente, sobre la base de 

cuatro leyes federales, las que en su conjunto conforman el marco sustantivo de la política 

antimonopolios de Estados Unidos. 

 

Estas serían la Sherman Act (1890); Clayton Act (1914); Federal Trade Commission Act 

(1914); y, Hart-Scott-Rodino Act (1976). 

 

En efecto, estas cuatro leyes han sido indicadas –por algunos de los autores consultados para 

el desarrollo de esta materia- como aquellas de mayor importancia en la legislación antitrust.3 

  

Con la dictación de la Sherman Act se da inicio al desarrollo moderno del Derecho 

Antimonopolios.  

 

Refuerza esta idea la opinión del profesor de Derecho de la Libre Competencia de la Pontificia 

Universidad Católica de Chile, Rodrigo Álvarez Zenteno, cuando sostiene que “para la mayoría 

de la doctrina es el hito que marca el punto de origen del moderno derecho de la 

competencia.” 4 

 

La Sherman Act nace como reacción hacia las grandes concentraciones de propiedad 

buscando, en consecuencia, limitar el tamaño de las grandes empresas. 

 

                                                           
2  Op. Cit., p. 16. 
3  En este punto véanse los siguientes autores: Lizana, Claudio y Pavic, Lorena, “Control Preventivo de Fusiones y 

Adquisiciones frente a la Legislación Antimonopolios”, en Revista Chilena de Derecho, Vol. 29 Nº3, pp. 507-541; 
Witker V., Jorge, Op. Cit., p. 86 y ss.; Izrael L., Ernestina, “Legislación Antimonopolios, Análisis del Decreto Ley 
Nº211, de 1973, a la Luz de la Jurisprudencia”, Memoria para optar al grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas y 
Sociales de la Universidad de Chile, dirigida por el profesor Luis Montt Dubornais, Santiago de Chile, 1990, p. 4 y ss. 

4  Álvarez Z., Rodrigo, “Una Visión de Nuestro Derecho de la Competencia”, en Revista del Abogado, Publicación del 
Colegio de Abogados de Chile, N°6, abril de 1996, p. 24. 
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En este punto, el profesor Álvarez señala que “los tibios inicios del antitrust law americano 

(…) buscaban una limitación en el tamaño de las grandes empresas de algunos sectores 

de la economía (por ejemplo en su época, el mercado petrolero y de los ferrocarriles) 

bajo una enseña en que la concentración de la propiedad (en los famosos Trust) de una 

actividad empresarial -es decir, el gran tamaño- era por definición algo negativo y 

plenamente perseguible por el derecho.” 5     

 

Por medio de esta ley se declara ilegal todo contrato, combinación en la forma de trust, o de 

otro modo, y toda conspiración en la restricción del comercio ya sea entre varios Estados o con 

naciones extranjeras.6  

 

Se declara ilegal, del mismo modo, monopolizar o intentar monopolizar, o unirse o conspirar con 

cualquier otra persona o personas para monopolizar, cualquier parte del comercio o el comercio 

entre varios Estados o con naciones extranjeras.7 

 

En un fallo de la Corte Suprema de EE.UU. conocido como “Northern Pacific Railway Co. vs. 

United States”, se sostuvo que “La Ley Sherman fue concebida como una amplia carta de 

libertades económicas dirigida a preservar el ejercicio de una competencia libre e 

irrestricta como norma de comercio. La ley se fundamenta en la premisa de que la libre 

interacción de las fuerzas competitivas generará una mejor asignación de nuestros 

recursos económicos, precios más bajos, mejor calidad y el máximo progreso material, al 

mismo tiempo que producirá un entorno que nos permitirá preservar nuestras 

instituciones políticas y sociales democráticas.” 8  

 

Sin embargo, no se definió por medio de esta ley lo que debía entenderse por “restricción del 

comercio” ni por el término “monopolio”. La suerte de estas palabras quedaría entregada, en 

consecuencia, a los tribunales, quienes deberían recurrir al Common Law.9  

 

Con posterioridad, se dictaría en el año 1914 la Clayton Act con el objeto de reforzar la 

Sherman Act y de impedir el desarrollo de los monopolios. En tal sentido, esta ley prohibió los 

consejos de administración comunes dirigidos a debilitar la competencia, las ventas ligadas (por 

medio de las cuales se obligaba a los compradores a adquirir otros artículos de entre los 

                                                           
5  Ibíd.   
6  Sherman Antitrust Act, 15 U.S.C. §§ 1-7, § 1 Sherman Act, 15 U.S.C. § 1, en Antitrust Division Manual, Chapter II, 

Statutory Provisions and Guidelines of the Antitrust Division (Traducción Libre).   
7  Op. Cit., § 2 Sherman Act, 15 U.S.C. § 2 (Traducción Libre). 
8  Este fallo lo hemos tomado de Witker V., Jorge, Op. Cit., p. 86. 
9  Witker V., Jorge, Op. Cit., p. 87. 
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producidos por una empresa) y las absorciones por parte de unas compañías sobre otras, si 

con ello se reducía sustancialmente la competencia.10 

 

Ese mismo año se dictaría también la Federal Trade Commission Act, con la cual se 

establecía una “Comisión” compuesta de cinco miembros independientes a las influencias del 

Gobierno, junto con una estructura administrativa de apoyo a sus labores.   

 

Dicha Comisión contó con un mandato amplio para proceder contra los métodos injustos de 

competencia y contra todos aquellos actos o prácticas indebidas que pudieran afectar el 

comercio.11 Si bien dicho encargo le confirió las atribuciones de investigación y autoridad, para 

hacer cumplir las prohibiciones de la Clayton Act la Comisión debía compartir esta potestad con 

la Antitrust Division del Departamento de Justicia de los Estados Unidos.12 

 

Por último, la Hart-Scott-Rodino Act, de 1976, constituye un mejoramiento y un progreso de la 

legislación antitrust.  

 

Esta ley exige que toda fusión o adquisición propuesta sea notificada cuando la magnitud de las 

partes o de la negociación supere ciertos límites. Lo que busca esta normativa es el control de 

las fusiones, obligando a las partes a llevar a cabo la discusión dentro de un plazo determinado, 

a efecto que las autoridades de defensa de la competencia puedan investigar y, en su caso, 

impedir o modificar los términos en que se pretenda constituir una unión que pueda coartar la 

competencia. Se trata de un plazo que le asegura a las autoridades el tiempo suficiente para 

entrar en conocimiento de los antecedentes y emitir un pronunciamiento.13  

 

Para los autores Lizana y Pavic, “Cuando entró en vigencia la Hart-Scott-Rodino Act 

(“HSR”) en 1976, dicha normativa fue descrita como uno de los cambios más importantes 

en la regulación antimonopolios de dicho país desde la dictación de la Clayton Act en 

1914, y tenían razón. La notificación previa de las fusiones o “premerger notification” 

bajo la HSR ha cambiado la forma en que las organizaciones antimonopolios llevan a 

cabo el control de las fusiones en los estados Unidos de América.” 14 

 

Para finalizar diremos que, junto a estas normas, existen diversas leyes de excepción al 

derecho antitrust; otras tantas en materia de importación y exportación; una serie de 

regulaciones emitidas por el Departamento de Justicia que toman el nombre de Guidelines (las 

                                                           
10  Izrael L., Ernestina, Op. Cit., p. 5. 
11  Ibíd., p. 6. 
12 Witker V., Jorge, Op. Cit., p. 89. 
13  Ibíd.  
14  Lizana, Claudio y Pavic, Lorena, Op. Cit., p. 521. 
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cuales se refieren a aspectos específicos de regulación) y las leyes estatales, emanadas de 

cada uno de los Estados, las que se aplican en forma paralela a las leyes federales cuando las 

prácticas anticompetitivas se realizan dentro de las fronteras de cada mercado domestico en 

particular. En todo caso, estas leyes estatales suelen ser una reproducción de las leyes 

federales.15 

 

Finalmente, y en relación a la naturaleza y finalidad de los criterios guías o Guidelines, 

podemos destacar las opiniones de Lizana y Pavic al respecto, quienes sostienen que: 

“Probablemente para muchos los “Guidelines” impartidos por las Agencias encargadas 

de velar por la libre competencia en los Estados Unidos de América, constituyen uno de 

los aspectos más interesantes de analizar en la normativa de antitrust. La razón de lo 

anterior se debe a que a través de esta forma de regulación encontramos la clara 

evolución y desarrollo que presenta la legislación norteamericana a lo largo de los años. 

Una de las ventajas de otorgar facultades reguladoras y normativas a las Agencias, 

constituye el hecho de que pueden ir evolucionando y adaptándose rápidamente a las 

nuevas circunstancias que presente la realidad económica.” 16  

 

2.1. Ámbito de Aplicación y Excepciones. 

 

Para analizar el ámbito de aplicación de las normas antitrust norteamericanas es necesario 

tomar en cuenta tres elementos de referencia, a saber, (1) los sujetos, (2) las actividades 

económicas y (3) el territorio.17 

 

En cuanto a los sujetos de aplicación de las leyes, puede decirse brevemente y en términos 

generales que la legislación antitrust norteamericana es de aplicación general, estando 

solamente exceptuados y protegidos de los preceptos antimonopolios el Gobierno Federal de 

los Estados Unidos y sus órganos. 

 

En relación a las actividades económicas, es importante destacar que ciertas operaciones 

pertenecientes a sectores específicos se encuentran con un régimen excepcional en materia de 

aplicación de las leyes antimonopolios, de tal manera que se han establecido respecto de ellas 

reglas diferentes y exclusivas. 

 

Entre las materias que encuentran excepción a la aplicación de las leyes antitrust pueden 

señalarse las siguientes: 

                                                           
15  Al respecto véase Witker V., Jorge, Op. Cit., p. 90. 
16  Lizana, Claudio y Pavic, Lorena, Op. Cit., p. 519. 
17  En este punto véase Witker V., Jorge, Op. Cit., p. 99 y ss. 
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Acuerdos de Operación Conjunta de Periódicos; Aseguradoras; Asociaciones Laborales; 

Comunicaciones; Cooperativas Agrícolas; Cooperativas Pesqueras; Deportes Profesionales; 

Energía; Gobiernos Locales; Joint Ventures de pequeños negocios; Operaciones Bancarias y 

Transporte. 

 

Por último, y respecto al ámbito territorial de aplicación de las leyes antitrust norteamericanas, 

cabe señalar que éstas se extienden a todas aquellas conductas comerciales anticompetitivas 

que afecten tanto al comercio interno como externo de Estados Unidos, cualquiera sea el lugar 

en que tenga lugar o se origine la actuación y sin importar la nacionalidad de los partícipes. 

 

Este ámbito de aplicación territorial presenta rasgos de extraterritorialidad: “ello se debe a que 

al ampliarse los mercados, las empresas (transnacionales principalmente) pueden 

realizar actos en un país produciendo efectos en otro y limitando la competencia. En 

relación con esos actos los países aplican la legislación de forma extraterritorial, 

valiéndose para ello de la cooperación internacional.” 18 

 

2.2. Sistema de Tutela de la Competencia adoptado por la legislación norteamericana. 

 

En términos generales, podemos señalar que dos son los sistemas de tutela de la competencia 

que se adoptan por las legislaciones: (i) El Sistema de la Prohibición; y, (ii) El Sistema del 

Abuso. Ambos se contraponen diametralmente.19 

 

El Sistema de la Prohibición impide absolutamente la realización de ciertas conductas 

estimadas como atentatorias al sistema de la libre competencia. 

 

El Sistema del Abuso, por su parte, consiste en apreciar las conductas “in concreto” sobre la 

base de sus efectos reales, imponiéndole a la autoridad pública la carga de demostrar el 

carácter abusivo del acto.  

 

Tomando en cuenta lo anterior, es posible concluir que el sistema de tutela de la competencia 

que se adopte en cada legislación dependerá de la distinción que se haga en torno a considerar 

si el atentado a la libre competencia se perfecciona por el sólo hecho de ejecutar el poder que 

se tiene y alterar con ello las condiciones del mercado, o bien, si se requiere además, que este 

                                                           
18  Ibíd. p. 95. 
19  Los sistemas de tutela de la competencia se han desarrollado en varios países, adquiriendo en algunos de ellos mayor 

significación. Tal es el caso de la legislación alemana y norteamericana. En este punto véase “Legislación 
Antimonopolios, Análisis del Decreto Ley Nº211, de 1973, a la Luz de la Jurisprudencia”, Op. Cit., p. 16 y ss. 
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ejercicio de poder se traduzca en una consecuencia dañosa para la economía nacional o para 

las economías individuales tomadas en su conjunto. 

 

Con la dictación de la Ley Sherman en 1890 se generó en Norteamérica el denominado 

“Sistema de la Prohibición”. 

 

Ahora bien, la doctrina norteamericana ha adoptado, con el tiempo, dos criterios para evaluar y 

determinar si las prácticas son restrictivas o anticompetitivas.  

 

El primero de ellos se basa en considerar a determinados acuerdos como inherentemente 

anticompetitivos (“per se unreasonable”), mientras que en virtud del segundo criterio ciertos 

actos pueden ser prohibidos sólo si a consecuencia de un análisis de sus propósitos y efectos 

se determina que tales actuaciones o acuerdos restringen la competencia de forma poco 

razonable (“rule of reason”).20  

 

Si bien el sistema de la prohibición se implantó con la Ley Sherman, como se desprende de lo 

señalado recientemente, este principio se ha visto atenuado debido a la utilización de la “rule of 

reason” que pretende adaptar la ley a los casos particulares. 

  

Para terminar diremos que en Estados Unidos es cada vez más frecuente que los tribunales 

adopten el criterio de la “rule of reason” respecto de ciertas prácticas consideradas per se 

ilegales, de manera de adentrarse en los alcances y efectos de cada una de ellas, con lo cual el 

criterio “per se” iría perdiendo vigencia.  

 

Al respecto, el profesor Rodrigo Álvarez ha desarrollado las siguientes consideraciones en 

relación ha cómo han evolucionado estos criterios en el tiempo en la experiencia 

norteamericana “(…) las famosas interpretaciones doctrinarias y jurisdiccionales (…) 

llevaron a evolucionar de un sistema en que se buscaba determinar conductas objetivas 

a perseguir y castigar y donde la intención de las partes o el efecto de los actos, no 

tenían mayor relevancia, a un esquema basado en la muy conocida rule of reason o regla 

de la razón o racionalidad, en que se busca precisar lo razonable o no, de un 

determinado comportamiento, valorando paralelamente la finalidad buscada por quien ha 

incurrido en una conducta y, por supuesto, el impacto que tendrá ese acto en el 

mercado.”  

 

 

                                                           
20  Véase Witker V., Jorge, Op. Cit., p. 104. 
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Y continúa,  

 

“Así por ejemplo, la doctrina distingue tres o cuatro períodos de hermenéutica por los 

tribunales para la aplicación del antitrust law americano, donde cierta interpretación 

literal, durante los años 1890 a 1910, fue reemplazada por el análisis de la rule of reason, 

para sufrir éste un retroceso entre 1940 y 1970, momento en que se vuelve a la 

presunción de ciertas conductas o prácticas “per se” ilícitas, y finalmente, desembocar a 

partir de la década de los setenta en una moderna interpretación de la rule of reason, 

basada en la eficiencia desde un punto de vista económico y muy influenciada por la 

Escuela de Chicago.” 21    

 

En este punto, el autor Edgardo Barandiarán, profesor del Instituto de Economía de la Pontificia 

Universidad Católica de Chile, ha sostenido que “En Estados Unidos, estas dificultades para 

defender la competencia han llevado a confiar más en la rule of reason que en la ilicitud 

per se, esto es, a confiar en los tribunales la determinación de criterios que permitan 

distinguir conductas lícitas e ilícitas (en Europa ha ocurrido algo similar, pero la 

autoridad para esta determinación ha sido confiada a órganos administrativos). Sin 

embargo, la controversia sobre este cambio persiste porque implica una mayor 

incertidumbre sobre las conductas ilícitas: la flexibilidad que se pretende lograr para 

aplicar directamente los principios se obtiene al costo de una menor certeza sobre la 

resolución de casos similares. En resumen, el legislador difícilmente puede asumir la 

responsabilidad de dictar reglas, esto es, de declarar en forma precisa en el texto legal 

las conductas ilícitas y los consiguientes remedios y, por lo tanto, debe limitarse a refinar 

los principios constitucionales, delegando en órganos administrativos o en los tribunales 

la autoridad para hacerlo aunque esta delegación no estará exenta de problemas. Por 

supuesto, el legislador siempre puede no legislar y dejar que los tribunales tomen la 

responsabilidad de resolver casos concretos aplicando directamente los principios 

constitucionales.” 22   

 

2.3. Las Prácticas Anticompetitivas en el Derecho Comparado Norteamericano. 23 

 

A continuación analizaremos las prácticas anticompetitivas de abuso de posición dominante o 

monopolización, los acuerdos restrictivos horizontales, los acuerdos restrictivos verticales y las 

fusiones y adquisiciones. 

                                                           
21  Álvarez Z., Rodrigo, Op. Cit., p. 26. 
22  Barandiarán, Edgardo, “Garantías Constitucionales y Defensa de la competencia”, Revista Chilena de Derecho, Vol. 

29 Nº3, pp. 497-506 (2002), Sección Estudios, p. 502. 
23  En esta materia hemos consultado la clasificación hecha por el autor Jorge Witker con respecto a las prácticas 

restrictivas en el derecho norteamericano, Op. Cit., p. 105 y ss. 
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Podemos señalar previamente que el abuso de posición dominante o monopolización es 

evaluado en términos generales como “per se unreasonable”. Los acuerdos restrictivos 

horizontales, por su parte, son considerados tanto de acuerdo a este último criterio como al de 

la “rule of reason” y, finalmente, los acuerdos restrictivos verticales son en su mayoría 

considerados de acuerdo a la “rule of reason”, siendo solamente la fijación vertical de precios, 

el mantenimiento de precios de reventa y ciertas formas de tying “per se unreasonable”.  

 

A. Abuso de Posición Dominante o Monopolización. 

 

Esta figura se da cada vez que existe una empresa con una posición privilegiada de mercado 

cuyo poder le permite realizar actos tendientes a eliminar la competencia. La táctica utilizada 

por esta empresa se traduce generalmente en la fijación y determinación de los precios, tanto 

por medio de los denominados precios de exclusión como a través de los llamados precios 

abusivos. 

 

Los precios de exclusión son aquellos fijados a un nivel muy bajo o inferiores al costo marginal. 

Una vez eliminados los competidores por parte de la empresa en situación dominante y 

disuadidos aquellos otros que anhelaban entrar, ésta podrá aumentar sus precios y conseguir 

importantes beneficios. 

 

Los precios abusivos son, por su parte, aquellos claramente superiores a los habidos en 

competencia, en razón de provenir de un monopolio o de una empresa en ejercicio de un poder 

sobre el mercado.  

 

En Estados Unidos esta práctica se ha conceptualizado como “la ofensa de monopolización 

desleal” y ha sido la jurisprudencia la que ha señalado sus elementos, a saber: 

 

a) La posesión de un poder monopólico en un mercado relevante; y, 

b) La existencia de una conducta anticompetitiva o depredatoria empleada para adquirir, usar 

o preservar ese poder de monopolio. 

 

Del mismo modo, se ha definido tradicionalmente el “poder de monopolio” (monopoly power) 

como el poder de controlar precios o excluir la competencia y se ha señalado que el factor más 

determinante para detectar un poder de mercado es establecer la porción que de éste detenta 

el monopolista (más del 70% hace inferir este poder de mercado, en tanto que menos de 40% 

evita esta determinación). 
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La “conducta depredatoria”, por su parte, ha sido definida por la corte Suprema de los 

Estados Unidos como aquellos esfuerzos para excluir a los rivales en alguna base diferente a la 

eficacia (o sea, no por motivos de eficiencia, sino por otros).  

 

Por último, se ha conceptualizado también el término “ofensa de intento de monopolización” 

y se le ha definido en base a tres elementos: 

 

a) Un intento específico por monopolizar; 

b) La conducta depredatoria o anticompetitiva encaminada a ese resultado; y, 

c) Una “probabilidad peligrosa” de tener éxito para conseguir tal poder de mercado. 

 

Generalmente las Cortes han sostenido que hay una “probabilidad peligrosa” de tener éxito si el 

actor empieza con una porción superior al 50% del mercado.  

 

B. Acuerdos Restrictivos Horizontales. 

 

Los acuerdos restrictivos horizontales son aquellos en que un grupo de empresas se concierta 

para el logro de algunos de los efectos producidos por el monopolio, tales como el aumento en 

los precios, la limitación de rendimientos y la prevención de la entrada o la innovación. Esta 

práctica produce la eliminación de la competencia en una cadena productiva completa. 

 

Se trata de una cooperación horizontal entre competidores que afecta la competencia y cuyo 

juzgamiento dependerá de la demostración de un efecto anticompetitivo en un mercado 

económico relevante. 

 

Las principales prácticas restrictivas horizontales en el Derecho Antitrust Norteamericano son 

las siguientes:  

 

a) Acuerdos de precios; y, 

b) División de mercados y reparto de clientes. 

 

a) Acuerdos de precios. 

 

Estados Unidos cuenta con una extensa regulación en materia de fijación de precios (price-

fixing). Los acuerdos de este tipo entre competidores directos son “per se unreasonable”.  

 

Al respecto, la Corte Suprema de EE.UU. ha fallado en un caso conocido como Socony–

Vacuum (“United States vs Socony–Vacuum Oil Co.”), lo siguiente: “Los acuerdos de fijación 
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de precios pueden o no fomentar la completa eliminación de competencia de precios. El 

grupo que realiza estos acuerdos puede no tener el poder de controlar el mercado. Pero 

el hecho de que el grupo no pueda controlar el precio de mercado no necesariamente 

significa que el acuerdo de precios no produzca utilidades a los miembros de la 

combinación.” 24 

 

Al tenor de esta jurisprudencia se ha sostenido que una vez detectado un acuerdo como fijación 

de precios éste es ilegal y nulo sin que pueda alegarse como defensa que tal acuerdo ha sido 

razonable o realizado con honrados propósitos. 

 

Se han sancionado, de igual forma, otras maneras indirectas de fijaciones de precios tales 

como las listas de precios como punto de inicio de negociaciones, costos uniformes de 

transporte, composición de producto, etc.  

 

b) División de mercados y reparto de clientes. 

 

Lo que se pretende con esta práctica es restringir la oferta en un mercado para posteriormente 

conseguir un establecimiento de precios por sobre el nivel de los habidos en competencia.  

 

La división de mercados puede serlo en razón de la clientela o en función de tiempos y 

espacios. 

 

La práctica anticompetitiva de asignación de territorios o clientes entre competidores se ha 

tratado como equivalente a la de fijación de precios y se la ha considerado “per se 

unreasonable”.  

 

C. Acuerdos Restrictivos Verticales. 

 

Los acuerdos restrictivos verticales son aquellos celebrados generalmente entre compradores y 

vendedores que se sitúan en alguna fase de la producción, siempre y cuando se dé en un 

mercado relevante y se verifique el ejercicio de un poder sobre el mercado, producto de una 

posición dominante. 

 

En relación al mercado relevante puede decirse que éste comprende dos ámbitos: el mercado 

de productos y el mercado geográfico. 

 

                                                           
24   Este fallo lo hemos tomado de Witker V., Jorge, Op. Cit., p. 115.  
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El Departamento Americano de Justicia ha determinado que en materia de fusiones, por 

ejemplo, para determinar el mercado relevante de productos y el mercado geográfico habrá que 

considerar la posible o eventual reacción de la demanda de los consumidores frente a un 

aumento de los precios, verificado de manera anticompetitiva. 

 

De esta forma, para analizar una práctica de este tipo habrá que especificar el mercado (qué 

producto o grupo de productos) y una zona geográfica de venta en donde los vendedores 

podrían ejercer un poder sobre el mercado, si estuvieran en condiciones de coordinar 

perfectamente su acción para comportarse como monopolizadores.  

 

La definición del mercado ha de considerar, para estos efectos, la oferta y la demanda. En lo 

que se refiere a la demanda, los productos deben ser sustituibles desde el punto de vista del 

comprador. En lo que se refiere a la oferta, ha de tomarse en cuenta a los vendedores que 

produzcan o pudieran fácilmente producir el producto considerando sus sustitutos. 

 

El ejercicio de este poder sobre el mercado (calificado como poder de monopolio) redundará en 

una reducción del número de competidores reales y potenciales, menor producción y en una 

pérdida de eficiencia económica y bienestar de los consumidores: inferior oferta, menores 

opciones en bienes y servicios y mayores precios con respecto a mercados competitivos. 

 

Las principales prácticas restrictivas verticales en el Derecho Antitrust Norteamericanos son las 

siguientes: 

 

a) Denegación de venta; 

b) Acuerdos de distribución exclusiva o acuerdos de exclusividad;  

c) Ventas atadas o vinculadas; e, 

d) Imposición de precios. 

 

a) Denegación de venta. 

 

Esta práctica anticompetitiva vertical se da cada vez que se niega o se condiciona la venta a un 

vendedor mayorista o minorista por parte de un distribuidor. 

 

En Estados Unidos este tipo de prácticas se conocen como Boicotts y se traducen en acuerdos 

entre competidores para negarse a negociar con clientes o proveedores, o negar bienes o 

servicios a un competidor. Mayoritariamente han sido considerados como “per se 

unreasonable”, no obstante que en un principio la Corte Suprema de EE.UU. aplicó en estas 

prácticas el método de la "rule of reason”.  
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b) Acuerdos de distribución exclusiva. 

 

Esta práctica consiste en la autorización que un fabricante da a un único distribuidor para la 

comercialización de un producto, con lo cual se plantea la interrogante de si esta exclusividad le 

confiere o no al distribuidor un poder sobre el mercado. 

 

En Estados Unidos, esta práctica se da cuando el vendedor o arrendador obligan al comprador 

a no tratar las mercancías de un competidor.  

 

c) Ventas atadas o vinculadas. 

 

Esta práctica consiste en que la venta de un producto se encuentra sujeta o supeditada a la 

compra de otro producto. 

 

Se trata de una venta forzada que en Estados Unidos toma el nombre de contrato de tying. 

Este contrato se caracteriza por la existencia de un vendedor o arrendador que conviene en la 

venta o arriendo de una mercancía, sólo bajo la condición de que sea adquirida y usada otra 

mercancía junto con la primera. 

 

El contrato de Tying es ilegal en Estados Unidos en atención a la sección 1 y 2 de la Sherman 

Act, la sección 5 de la Federal Trade Commission Act y la sección 3 de la Clayton Act. 

 

Esta conducta ha sido considerada por las Cortes como “per se unreasonable”, no obstante 

que requiere, para probarse su ilegalidad, que el vendedor detente un grado de poder de 

mercado suficiente para resentir considerablemente la libre competencia en el mercado del 

producto objeto de tying, así como la presencia de un elemento de coerción. 

 

d) Imposición de precios o fijación de precios de reventa. 

 

Esta conducta consiste en la fijación de precios que realiza un productor a un consumidor que 

no es el consumidor final.  

 

En Estados Unidos, la imposición de precios de reventa (resale price maintenance) implica un 

acuerdo entre un fabricante y los vendedores de sus productos para que éstos adhieran a un 

precio fijo, situación que ha sido considerada tradicionalmente “per se unreasonable”.  
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D. Fusiones y Adquisiciones. 

 

Entre las figuras jurídicas mediante las cuales puede verificarse una concentración en el 

mercado destacan, sin lugar a dudas, las fusiones y adquisiciones.  

 

Para la sección 7 de la Clayton Act las fusiones y adquisiciones son prácticas prohibidas en 

cualquier rama del comercio o cualquier actividad que afecte el comercio en cualquier parte del 

país, cuyo efecto sea el de reducir significativamente la competencia o tienda a crear un 

monopolio. 

 

Estas prácticas también encuentran prohibición en las secciones 1 y 2 de la Sherman Act y en 

la sección 5 de la Federal Trade Commission Act. 

 

Sin embargo, la norma que ha especificado más el tema es la Ley Hart-Scott-Rodino sobre 

Mejoras Antimonopólicas de 1976, en virtud de la cual se establece la obligación de remitir 

comunicaciones a la Federal Trade Commission y al Departamento de Justicia antes de que se 

realice una adquisición de acciones o activos que pueda significar que el tamaño de una firma y 

de la transacción sea superior a ciertos niveles establecidos. 

 

Se requerirá notificación previa de la fusión si se dan las siguientes condiciones: 

 

a) Si la parte adquirente o la parte adquirida interviene en el comercio interestatal; 

b) Si una de las partes tiene un total anual de ventas o un total de activos igual o superior a 

US $100 millones y la otra igual o superior a US $ 10 millones; y, 

c) Si como resultado de la adquisición, la parte adquirente retendrá títulos-valores con derecho 

a voto o activos de la firma adquirida por un monto superior a los US $15 millones o el 50% 

o más de las acciones con derecho a voto o activos de una firma con un total anual de 

ventas o un total de activos de US $25 millones o más. 

 

Estas notificaciones tienen por objeto que los órganos encargados de la aplicación de las leyes 

antitrust tengan la oportunidad de evaluar las transacciones propuestas y puedan tomar, si 

corresponde, las medidas necesarias para impedir la consumación de aquellos negocios que 

puedan infringir las leyes antitrust. 

 

Al respecto, se establecen los siguientes plazos: 
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a) Las ofertas en efectivo y la adquisición de firmas en bancarrota tienen un plazo de espera 

antes de la consumación de 15 días, término que puede ampliarse por 10 días más en caso 

de solicitarse información adicional; y,  

b) Para aquellas transacciones distintas de las ofertas en efectivo o adquisiciones de firmas en 

bancarrota, el plazo de espera antes de la consumación es de 30 días, término que también 

puede ampliarse en caso de solicitarse información adicional, en cuyo evento la fusión no 

podrá verificarse sino transcurridos 20 días desde el cumplimiento de la solicitud.  

 

Por último, los órganos encargados de la aplicación de las leyes antitrust deben prestar 

particular atención a los Horizontal Merger Guidelines, de 1992, que contienen toda la política 

de observancia que deben tomar en consideración estos entes. 

 

De esta manera, si uno de estos organismos considera después de su examen que una 

propuesta de fusión atentaría contra las leyes, debe recurrir a una Corte a fin de que se prohiba 

la fusión antes de que ésta se lleve a cabo. 

 

2.4. Autoridades encargadas de la aplicación de las leyes antitrust: Department of Justice 

(DOJ) y la Federal Trade Commission (FTC).25 

 

Los órganos encargados de desarrollar las investigaciones y aplicar las leyes antimonopolios 

son el Departamento de Justicia, a través de la Antitrust Division y la Comisión Federal de 

Comercio, a través de la Bureau of Competition. 

 

En forma adicional a estos dos organismos existen agencias federales administrativas que 

tienen participación en la investigación y evaluación de las fusiones o concentraciones que se 

dan dentro de la actividad o industria que regulan o controlan. Tal es el caso, por ejemplo, del 

Departamento de Transporte, el cual tiene a su cargo el control sobre las fusiones de las 

compañías aéreas o la Comisión Federal de Comunicaciones, en el caso de las situaciones que 

puedan darse en el área de las telecomunicaciones.   

 

A. Antitrust Division del Department of Justice (DOJ). 

 

Esta división tiene por misión promover y proteger la competencia comercial mediante la 

aplicación de las leyes antitrust. Del mismo modo, su actuar tiene una repercusión directa en 

                                                           
25  En este punto véanse los siguientes autores: Dromi, Roberto, “Competencia y Monopolio. Argentina, Mercosur y 

OMC”, Editorial Ciudad Argentina, 1999, p. 167 y ss; Lizana, Claudio y Pavic, Lorena, Op. Cit., p. 513, 515, 517 y 
ss.; y, Witker V., Jorge, Op. Cit., p. 151 y ss. 
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temas de protección al consumidor, impuestos, derechos civiles, medio ambiente, inmigración y 

leyes de naturalización. 

 

Sus funciones y objetivos pueden resumirse de la siguiente manera: 

 

1. Le corresponde la iniciación de acciones judiciales civiles y criminales para el caso de 

infracciones a la ley con el objeto de perseguir la aplicación de multas y prisión. Sin 

embargo, cuando no corresponde el enjuiciamiento penal, el juicio de naturaleza civil 

buscará obtener una orden judicial tendiente a prohibir las futuras violaciones de la ley de 

la materia respectiva, junto con adoptar medidas para remediar los efectos ocasionados a 

la competencia; 

2. Interviene o participa ante agencias federales administrativas, tales como la Federal 

Communications Commission o la Federal Energy Regulatory Commission, en todos 

aquellos procedimientos que requieran la consideración de las leyes antitrust; y, 

3. Le corresponde, asimismo, la defensa y promoción de políticas procompetitivas ante otras 

ramas de gobierno. 

 

La Antitrust Division cuenta con la cooperación de los Procuradores Generales Federales en el 

ámbito estatal y con los organismos encargados de aplicar las leyes antimonopolios de países 

extranjeros. 

 

Por último, el Congreso de los Estados Unidos dictó en el año 1962 la ley Procesal Antitrust (15 

USC SS 1311-1314), por medio de la cual le confiere al Department of Justice la facultad de 

reclamar de cualquier persona la entrega de documentos que puedan ser útiles en las 

investigaciones de carácter civil o penal, antes de su iniciación.  

 

B. Bureau of Competition de la Federal Trade Commission (FTC). 

 

Esta entidad tiene atribuciones para promover un comercio justo, supervigilar la política antitrust 

de Estados Unidos y garantizar el cumplimiento de una serie de leyes federales de protección al 

consumidor.   

 

“Si bien la Comisión trabaja en conjunción con la División Antimonopolio del 

Departamento de Justicia, es una agencia independiente. La FTC puede procurar una 

orden judicial que prohiba violaciones futuras de la ley y en algunos casos puede aplicar 

multas. (...) también se ocupa de eliminar prácticas que son injustas o engañosas. 

Realiza análisis económicos para respaldar su aplicación de las leyes y para contribuir a 

las deliberaciones políticas de las autoridades federales, estatales y locales. La Comisión 
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mantiene, además, programas para educar a los consumidores acerca de las leyes que 

administra.” 26 

 

Esta Comisión está integrada por 5 miembros designados por el Presidente de los Estados 

Unidos, sujetos a la ratificación del Senado. 

 

Sus facultades pueden resumirse en las siguientes: 

 

1 Cuenta con atribuciones investigadoras que le permiten obtener toda clase de información 

que le pueda servir para adentrarse en la organización de una empresa con el objeto de 

conocer sus prácticas comerciales, estando facultada, además, para requerir a éstas un 

informe anual o especial o para que contesten por escrito y bajo juramento. El grado de sus 

facultades en esta materia dependerá de si las empresas a investigar han infringido la ley (o 

se presume que la están infringiendo) o no; y, 

2 Puede impedir a las personas, compañías o corporaciones el uso de métodos de 

competencia desleal. 

 

Esta potestad de la FTC deriva de la Federal Trade Commission Act y de la Clayton Act. En su 

responsabilidad de hacer cumplir las leyes antitrust (excepto la Sherman Act) debe recurrir a 

procesos administrativos y posee la autoridad para promulgar normas regulatorias de la 

industrial o el comercio, especialmente en materias de protección al consumidor. 

 

Por último, cabe señalar que para hacer cumplir sus fallos debe recurrir a las Cortes Federales 

y tiene, al igual que la Antitrust División del Departamento de Justicia, la capacidad de llamar 

testigos y producir evidencias para las investigaciones de infracciones a la competencia. 

 

2.5. Procedimiento, Sanciones y Recursos ante los organismos antitrust norteamericanos. 27 

 

A. Procedimiento. 

 

Los procesos se inician mediante la presentación de demandas en las Cortes Federales a 

iniciativa del Departamento de Justicia, los particulares, o bien, por decisión de los fiscales 

generales de los distintos estados. 

 

                                                           
26  Dromi, Roberto, Op. Cit., p. 168. 
27  En esta materia nuevamente nos basamos en Witker V., Jorge. Op. Cit., p. 154. 
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Hay procesos administrativos, sin embargo, que se llevan únicamente ante la Federal Trade 

Comisión, debiendo dicho órgano, en todo caso, acudir a los tribunales para la obtención de 

mandamientos judiciales o para la denuncia del incumplimiento de sus fallos. 

 

Cada Gobierno Estatal puede, además, aplicar sus leyes antitrust cuando alguna práctica ha 

incidido en su Estado o ciudadanos causando daños, para lo cual iniciará una demanda judicial 

solicitando dicha aplicación.  

 

No obstante lo anterior, la Clayton Act ha previsto cuatro tipos de soluciones contra las prácticas 

anticompetitivas: 

 

1. Aplicación directa de la ley por la Federal Trade Comisión; 

2. Demandas individuales para el resarcimiento de daños y perjuicios (lo que implica que toda 

persona que se vea afectada en su actividad o en su propiedad por una práctica 

anticompetitiva puede recurrir ante el Tribunal de Distrito Competente a fin de interponer 

una demanda y obtener la reparación de los perjuicios); 

3. Demandas interpuestas por el gobierno de los Estados Unidos (esta competencia la 

detentan los Tribunales de Distrito, debiendo el proceso ser iniciado por el Fiscal de 

Distrito, quien actúa bajo la dirección del Fiscal General); y, 

4. Demandas individuales por Injuctive Relief (cualquier persona puede iniciar una demanda 

ante cualquier tribunal de los Estados Unidos que tenga competencia sobre las partes, 

fundándose únicamente en la sola amenaza de perjuicio que puede significar una práctica 

atentatoria de la ley antitrust).  

 

La forma de iniciar un juicio antitrust es mediante una reclamación efectuada por un particular a 

la Antitrust Division. Este órgano también puede entablar un pleito, pero ello dependerá de la 

relevancia de la información que reúna en torno a una infracción. Una vez interpuesto el 

reclamo se da inicio a una investigación (donde colabora la Oficina Federal de Investigación) 

que puede conducir al ejercicio de acciones civiles o criminales. 

 

En el caso de los juicios criminales federales, el DOJ recurre a procesos ordinarios tales como 

“El Gran Jurado” o los “Testimonios con Inmunidad”. En materia penal los acusados 

pueden solicitar un juicio por jurado, a diferencia de lo que ocurre en materia civil donde rigen 

las normas de procedimiento civil que privan del derecho a juicio por jurado. 
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B. Sanciones.  

  

En ciertos casos las infracciones a las leyes de la competencia (o leyes antitrust) son 

consideradas “infracciones penales”. Tal es la situación, por ejemplo, de las transgresiones a 

las secciones 1 y 2 de la Sherman Act. 

 

La búsqueda de la responsabilidad penal recae en la Antitrust Division del DOJ, o bien, en los 

procuradores locales. 

 

Las sanciones a las infracciones penales consisten en multas que van desde los US$10 

millones, para el caso de los acusados corporativos y US$350.000., para otros casos. 

 

Igualmente, las multas pueden calcularse en relación a la cantidad bruta obtenida con motivo de 

la violación o en atención a la suma solicitada por la víctima y, en ambos eventos, la pena podrá 

duplicar dichas cantidades. 

 

Sin perjuicio de la aplicación de estas sanciones, las infracciones penales a la Ley Sherman 

conllevan, para algunos casos, condenas de hasta tres años de prisión.  

 

Del mismo modo, las Cortes Federales pueden consentir en la aplicación de las siguientes 

sanciones: 

 

- Obligar a una parte a realizar o abstenerse de realizar una acción determinada; 

- Ordenar la restauración de las condiciones competitivas, incluidos el embargo de activos y 

la rescisión de contratos; y, 

- Ordenar desagravios que prohíban violaciones futuras o en desarrollo de las leyes antitrust. 

 

En el caso de las “infracciones civiles” o con motivo del ejercicio de acciones civiles, las 

partes pueden obtener mandamientos judiciales y tienen, por regla general, derecho al 

resarcimiento de los daños con motivo de las infracciones a las leyes antitrust y al reembolso de 

un monto razonable de los honorarios de los abogados. 

 

Por último, cabe destacar que la sentencia condenatoria obtenida en un juicio incoado por el 

gobierno aprovecha al demandante como prueba prima facie (a primera vista) de la infracción.  
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C. Recursos. 

 

Como el DOJ y la FTC actúan ante las Cortes de Distrito Federales, se sigue en estos 

procedimientos el régimen común de apelaciones ante las Cortes Federales de Apelaciones. 

 

De igual manera, los procesos que son llevados únicamente ante la FTC también son apelables 

directamente ante las Cortes Federales de Apelación y lo mismo puede decirse en el caso de 

las demandas iniciadas por los particulares. 

 

Finalmente, cabe señalar que sólo en contadas ocasiones la Corte Suprema ha tenido que 

ejercer su jurisdicción para revisar una decisión de una Corte Federal de Apelaciones en un 

caso antimonopolio.  
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3. Análisis del Derecho Comparado Comunitario: El caso de la Unión Europea. 

 

La Unión Europea se funda a través del “Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea”, 

cuya última versión consolidada entró en vigor en 1999 por medio del Proyecto de Tratado de 

Amsterdam de 1997.28 

 

Las primeras pretensiones de las partes contratantes para constituir entre sí una Comunidad 

Europea se dirigieron a sentar las bases de una unión cada vez más estrecha entre los pueblos 

europeos, de manera de asegurar, mediante una acción común, el progreso económico y social 

de sus respectivos países, eliminando las barreras que dividían a Europa.  

 

Se buscaba, asimismo, reforzar la unidad de sus economías y asegurar su desarrollo 

armonioso, reduciendo las diferencias entre las diversas regiones y el retraso de las menos 

favorecidas, junto con contribuir, mediante una política comercial común, a la progresiva 

supresión de las restricciones a los intercambios internacionales. 

 

Se reconoció por las partes, sin embargo, que la eliminación de los obstáculos existentes 

exigiría una acción concertada para garantizar un desarrollo económico estable, un intercambio 

comercial equilibrado y una competencia leal. 

 

Todos estos “Principios Fundadores” se aprecian claramente en la primera parte del Tratado, 

precisamente en su artículo segundo, el cual es del siguiente tenor: 

 

“La Comunidad tendrá por misión promover, mediante el establecimiento de un mercado 

común y de una unión económica y monetaria y mediante la realización de las políticas o 

acciones comunes contempladas en los artículos 3 y 4, un desarrollo armonioso, 

equilibrado y sostenible de las actividades económicas en el conjunto de la Comunidad, 

un alto nivel de empleo y de protección social, la igualdad entre el hombre y la mujer, un 

crecimiento sostenible y no inflacionista, un alto grado de competitividad y de 

convergencia de los resultados económicos, un alto nivel de protección y de mejora de la 

calidad del medio ambiente, la elevación del nivel y de la calidad de vida, la cohesión 

económica y social y la solidaridad entre los estados miembros.” 

 
 
 
 

 

                                                           
28  Puede obtenerse información sobre el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, a través del servidor Europa en 

la siguiente dirección de Internet: http://europa.eu.int.  
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3.1. Principios en materia de competencia.29  

 

El Tratado de la Unión Europea establece entre sus principios que los Estados miembros y la 

Comunidad instaurarán una política económica que se aplicará respetando el principio de una 

economía de mercado abierta en régimen de libre competencia. 

 

La política de competencia comunitaria persigue el objetivo de defender y desarrollar una 

competencia eficaz en el mercado común, señalando al respecto que la competencia es el 

mecanismo fundamental de la economía de mercado que confronta la oferta y demanda de 

productos y servicios, llevando a las empresas a esforzarse en la búsqueda de la competitividad 

y la eficiencia económica.  

 

En este sentido, para que la competencia sea eficaz el mercado debe estar constituido por 

oferentes independientes entre sí y sometidos a la presión competitiva ejercida por los otros, 

debiendo, el Derecho de Competencia Europeo, preservar la capacidad de los oferentes para 

ejercer esta presión en el mercado, prohibiendo los acuerdos o prácticas contrarios a la 

competencia. 

 

Esta política estaría en condiciones de consolidar en la Comunidad una estructura industrial y 

comercial que le permita hacer frente a la competitividad de sus principales socios y dar a las 

empresas comunitarias los medios de llevar a cabo una política comercial agresiva en los 

mercados exteriores. 

 

3.2. Normas sobre competencia. 

 

Las normas comunes sobre competencia se encuentran tratadas en el Capítulo I del Título VI 

del Tratado, esto es, entre los artículos 81 y 86, que corresponden a la Sección I sobre 

disposiciones aplicables a las empresas, a las que conviene añadir el Reglamento del Consejo 

sobre las Concentraciones.30 

 

Al respecto, los preceptos de mayor relevancia en materia de competencia que contempla el 

Tratado son los artículos 81 y 82, que son del siguiente tenor: 

                                                           
29  En este punto véase “La Política de Competencia en Europa y el ciudadano”, p. 7 y ss. Documento elaborado por la 

Comisión Europea, Luxemburgo: oficina de Publicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas, 2000. Puede 
obtenerse información sobre la Unión Europea y los documentos elaborados por la Comisión Europea a través del 
servidor Europa en la siguiente dirección de Internet: http://europa.eu.int. 

30   Reglamento (CE) N°139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de las concentraciones entre 
empresas ("Reglamento Comunitario de Concentraciones") (Texto pertinente a efectos del EEE) 
Diario Oficial N° L 024, de 29/01/2004, p. 0001 – 0022. Puede obtenerse información sobre el Reglamento a través 
del servidor Europa en la siguiente dirección de Internet: http://europa.eu.int. 
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a) Artículo 81.  

 

“1. Serán incompatibles con el mercado común y quedarán prohibidos todos los 

acuerdos entre empresas, las decisiones de asociaciones de empresas y las prácticas 

concertadas que puedan afectar al comercio entre los Estados miembros y que tengan 

por objeto o efecto impedir, restringir o falsear el juego de la competencia dentro del 

mercado común y, en particular, los que consistan en: 

a. Fijar directa o indirectamente los precios de compra o de venta u otras condiciones 

de transacción; 

b. Limitar o controlar la producción, el mercado, el desarrollo técnico o las inversiones; 

c. Repartirse los mercados o las fuentes de abastecimiento; 

d. Aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones 

equivalentes, que ocasionen a éstos una desventaja competitiva; 

e. Subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los otros contratantes, 

de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o según los usos mercantiles, no 

guarden relación alguna con el objeto de dichos contratos. 

2.  Los acuerdos o decisiones prohibidos por el presente artículo serán nulos de pleno 

derecho. 

3. No obstante, las disposiciones del apartado 1 podrán ser declaradas inaplicables a: 

• Cualquier acuerdo o categoría de acuerdos entre empresas; 

• Cualquier decisión o categoría de decisiones de asociaciones de empresas; 

• Cualquier práctica concertada o categoría de prácticas concertadas; 

que contribuyan a mejorar la producción o la distribución de los productos o a fomentar 

el progreso técnico o económico, y reserven al mismo tiempo a los usuarios una 

participación equitativa en el beneficio resultante, y sin que: 

a. Impongan a las empresas interesadas restricciones que no sean indispensables para 

alcanzar tales objetivos; 

b. Ofrezcan a dichas empresas la posibilidad de eliminar la competencia respecto de 

una parte sustancial de los productos de que se trate.” 

 

b) Artículo 82.  

 

“Será incompatible con el mercado común y quedará prohibida, en la medida en que 

pueda afectar al comercio entre los Estados miembros, la explotación abusiva, por parte 

de una o más empresas, de una posición dominante en el mercado común o en una parte 

sustancial del mismo. 

Tales prácticas abusivas podrán consistir, particularmente, en: 
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a. Imponer directa o indirectamente precios de compra, de venta u otras condiciones 

de transacción no equitativas; 

b. Limitar la producción, el mercado o el desarrollo técnico en perjuicio de los 

consumidores; 

c. Aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones 

equivalentes, que ocasionen a éstos una desventaja competitiva; 

d. Subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los otros contratantes, 

de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o según los usos mercantiles, no 

guarden relación alguna con el objeto de dichos contratos.” 

 

Así, sobre la base de estos artículos principales y el Reglamento del Consejo sobre las 

Concentraciones, se puede sostener que la política de competencia de la Comunidad Europea 

se articula en torno a cuatro grandes ámbitos de acción: 

 

1. La represión de los acuerdos restrictivos de la competencia (como, por ejemplo, la 

prohibición de un acuerdo de fijación de precios entre competidores); 

2. La prohibición de los abusos de posición dominante; 

3. El control de las concentraciones entre empresas (como, por ejemplo, la prohibición de una 

fusión entre dos grandes grupos que les lleve a dominar el mercado); y, 

4. La liberalización de los sectores económicos bajo monopolio (como, por ejemplo, la 

apertura del sector de las telecomunicaciones a la competencia). 

 

A continuación revisaremos cada uno de estos ámbitos de aplicación.31  

 

A. Acuerdos Restrictivos de la Competencia. 

 

Algunos acuerdos llevados a cabo entra las empresas repercuten negativamente en la 

competencia, siendo uno de los ejemplos más comunes los acuerdos de precios –llamados 

carteles–, en virtud de los cuales, las firmas se conciertan para fijar el nivel de precios, de modo 

que los compradores no puedan inducir la competencia entre los proveedores y beneficiarse de 

precios competitivos. Esto se traduce para el consumidor final en un encarecimiento de los 

precios de mercado. 

 

Otros acuerdos tienen por objeto o efecto determinar diferentes condiciones de funcionamiento 

de los mercados, como el caso de la fijación de cuotas de producción por parte de las empresas 

o la distribución de los mercados entre ellas. Este tipo de acuerdos está prohibido por la 

                                                           
31   “La Política de Competencia en Europa y el ciudadano”, Op. Cit., p. 11 y ss. 
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Comunidad Europea ya que perjudican a la competencia y a los distintos operadores del 

mercado.  

 

Los acuerdos restrictivos de la competencia están prohibidos por el artículo 81 del Tratado. 

Para que estos acuerdos sean nulos de pleno derecho es necesario que se den las siguientes 

condiciones:  

 

1. Que se trate de acuerdos celebrados entre empresas; y, 

2. Que tales acuerdos conduzcan a una restricción sensible de la competencia en un 

mercado.  

 

Estos acuerdos pueden consistir en la fijación de precios de compra o de venta o de otras 

condiciones de transacción. También pueden referirse a limitaciones a la producción, al 

mercado, al desarrollo técnico o a las inversiones. Asimismo, pueden establecer un reparto de 

los mercados o de las fuentes de suministro entre los competidores. También pueden llevar a 

algunas prácticas comerciales discriminatorias que impongan desventajas en materia de 

competencia a las empresas que no sean miembros del acuerdo. Estos acuerdos se consideran 

restrictivos de la competencia en la medida en que obstaculizan de manera sensible el 

funcionamiento normal de la oferta y la demanda. 

 

No obstante, algunos acuerdos pueden producir efectos favorables sobre la competencia, tales 

como fomentar el progreso técnico o mejorar la distribución. Se ha previsto, por lo tanto, una 

exención de la prohibición para estos acuerdos si se dan las siguientes condiciones copulativas:  

 

1. Que el acuerdo mejore la producción o la distribución o promueva el progreso económico; 

2. Que reserve a los usuarios intermedios o finales una participación equitativa en el beneficio 

resultante; 

3. Que la restricción de la competencia sea indispensable para la realización de estas dos 

primeras condiciones; y, 

4. Que la competencia no sea eliminada para una parte sustancial de los bienes o servicios 

de que se trate.  

 

El órgano competente para aplicar esta disposición del artículo 81, que permite eximir a un 

acuerdo restrictivo de la competencia, es la Comisión Europea. 

 

La acción de la Comisión Europea en materia de acuerdos restrictivos de la competencia ha 

procedido en contra de carteles en el sector de la calefacción urbana, del azúcar y de la 

televisión digital, entre otros. 
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B. Abuso de Posición Dominante. 

 

Una empresa está en posición dominante cuando dispone de una potencia económica tal que le 

permite actuar en el mercado sin tener en cuenta la reacción de los competidores o de los 

clientes intermedios o finales. La empresa en posición dominante podría intentar abusar de esta 

situación para aumentar sus ingresos y consolidar su influencia en el mercado, debilitando o 

expulsando de él a sus competidores u obstaculizando el acceso a nuevos competidores. Una 

empresa en esta situación puede actuar frente a los otros operadores del mercado en forma no 

equitativa, imponiendo, por ejemplo, precios de compra o venta exagerados o concediendo 

ventajas discriminatorias a algunos clientes con el fin de controlar su comportamiento. Estas 

prácticas perturban la competencia y son perseguidas por la Comisión Europea y sancionadas 

severamente. 

 

Estos abusos implican para los consumidores unos precios más elevados, una restricción de la 

disponibilidad de los productos y servicios y unas condiciones comerciales no equitativas.  

 

El artículo 82 del Tratado persigue los abusos de posición dominante, del cual se desprende 

que deben cumplirse las siguientes condiciones: 

 

1. La empresa ha de estar en posición dominante (para apreciar la potencia económica de la 

empresa, la Comisión tiene en cuenta su cuota de mercado y otros factores tales como la 

presencia de competidores creíbles, la existencia de una red de distribución propia, el 

acceso privilegiado a las materias primas, etc., esto es, todos los factores que de hecho 

permiten a una empresa sustraerse al funcionamiento normal de la competencia); y, 

2. La empresa ha de dominar el mercado común o una parte “sustancial” del mismo.  

 

La Comisión puede, mediante una decisión, prohibir estos abusos e imponer multas a las 

empresas que los cometen. Por último, cabe señalar que no existe ningún régimen de exención 

para los abusos de posición dominante. 

 

La acción de la Comisión en esta materia se ha dirigido en contra de los abusos de posición 

dominante en la distribución de helados, en el mercado de los servicios de transporte aéreo 

ofrecidos por las agencias de viajes y en la organización del campeonato mundial de fútbol, 

entre otros.  
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C. Control de las Concentraciones de Empresas. 

 

Las concentraciones entre empresas mediante fusión, adquisición o creación de una empresa 

en participación tienen por regla general efectos positivos sobre los mercados. La agrupación 

de las actividades de varias empresas permite realizar sinergias en numerosos ámbitos, como 

por ejemplo, en la investigación y desarrollo de nuevos productos, o bien, proceder a 

reestructuraciones que reducirán los costos de producción o distribución de la nueva empresa.  

 

De esta forma, las empresas aumentan su eficacia en el mercado, la competencia se intensifica 

y el consumidor final se beneficia de unos productos mejores y a precios más equitativos.  

 

En el doble contexto de la globalización de los intercambios y del desarrollo del mercado común 

comunitario, las empresas se ven incitadas a concentrarse para alcanzar el tamaño que les 

permitirá seguir siendo competitivas y mantener su presencia en unos mercados cada vez más 

extensos. En la Unión Europea la tendencia a la concentración no ha dejado de aumentar en los 

últimos años. 

 

No obstante, las concentraciones que llevan a la creación o al refuerzo de una posición 

dominante están prohibidas por el Tratado, a fin de evitar los abusos que de ellas se podrían 

derivar. Por ello, la Unión Europea ha establecido un sistema preventivo de control de las 

concentraciones de dimensión comunitaria que puede, en su caso, llevar a la prohibición de la 

operación proyectada. En los Estados miembros se han instaurados sistemas idénticos para 

controlar las concentraciones de dimensión nacional. 

 

El Reglamento sobre las Concentraciones, Reglamento (CE) N°406/89, regula desde 1990 el 

sistema comunitario de control de este tipo de operaciones y se basa en los siguientes 

principios: 

 

1. La Comisión Europea dispone de una exclusividad de control para las operaciones de 

dimensión comunitaria. La dimensión comunitaria de una concentración se determina a 

partir de niveles basados en la facturación de las empresas que participan en la 

concentración. Estos niveles se denominan umbral mundial (5.000 millones de Euros) y 

umbral comunitario (250 millones de Euros), respectivamente. Por debajo de estos 

umbrales el control lo ejercen las autoridades nacionales sobre la base de su legislación; 

2. Las concentraciones de dimensión comunitaria se deben notificar obligatoriamente a la 

Comisión antes de su realización, a fin de que ésta pueda dar su autorización. 

Actualmente, la Comisión recibe cerca de 300 notificaciones al año con un ritmo de 

crecimiento anual del 30 %; 
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3. Después de un examen por el período de un mes, la Comisión decide si autoriza la 

operación o bien si inicia un proceso de investigación de cuatro meses si considera que 

podría crearse o reforzarse una posición dominante; 

4. Al término del procedimiento de cuatro meses la Comisión puede autorizar la 

concentración, con o sin condiciones, o prohibirla, especialmente cuando las empresas no 

han presentado soluciones adecuadas a los problemas planteados por la Comisión. Estas 

condiciones de autorización consisten, muy a menudo, en una cesión de activos, de la 

participación en otras empresas, de patentes, etc., a los competidores; y, 

5. Cabe destacar que la gran mayoría de los asuntos notificados son objeto de una decisión 

de aprobación tras el primer mes de examen (más del 90%). Ello se debe a que, en un 

mercado en vías de integración, las concentraciones que llevan a la creación o el refuerzo 

de una posición dominante son poco corrientes. 

  

La acción de la Comisión Europea en esta materia se ha dirigido en contra de las 

concentraciones en el sector de la distribución mayorista, los seguros y los productos 

petroleros, entre otros.  

 

D. Liberalización de los sectores económicos bajo monopolio. 

 

En el entender de la Comunidad Europea, las autoridades públicas de los Estados pueden 

conceder derechos particulares o exclusivos de monopolio a empresas públicas o privadas, con 

el fin de cumplir una misión de interés general en sectores como los de correos, transporte 

ferroviario o producción y distribución de electricidad. 

 

No obstante la concesión de estos derechos especiales, se sostienen que no se debe ir más 

allá de lo necesario para la realización de esta misión. De no ser así, se crearán situaciones 

restrictivas de la competencia desde el punto de vista del derecho comunitario. 

 

De esta forma, los monopolios confiados a empresas que no se justifican por una misión de 

interés económico general conducen a precios elevados, servicios de menor calidad y a 

retrasos desde el punto de vista de la innovación o las inversiones. Por ello, la Comisión 

considera que, en el marco de las normas del Tratado, es necesario introducir la competencia 

en los sectores bajo monopolio con el fin de mejorar la calidad del servicio y reducir el nivel de 

precios. 

  

Estos monopolios son muy frecuentes en las industrias de redes (como en los sectores de 

transporte, energía y telecomunicaciones) y por razones de costos de inversión y eficiencia 
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económica no es posible crear una segunda infraestructura competidora, aunque es posible y 

deseable crear condiciones de competencia en relación con los servicios ofrecidos. 

 

En esta línea ha ido la Comisión Europea, de modo tal de separar la infraestructura y las 

actividades comerciales, convirtiendo a la primera en un vehículo de la competencia. 

 

En efecto, aunque puede subsistir el derecho de propiedad exclusivo de la infraestructura (la 

red telefónica o eléctrica, por ejemplo), el monopolista debe dar acceso a la misma a los 

terceros que deseen competir con él en la prestación de servicios en su red. Este principio 

general constituye la base de las directivas comunitarias de liberalización. 

 

Esta apertura a la competencia tiene aparejados efectos positivos para los usuarios 

intermedios, contribuyendo a la mejora global de la competencia, así como para los 

consumidores finales que también se benefician de unos precios más bajos y unos servicios 

más eficaces. 

 

Para la aplicación de este principio de apertura la Comisión Europea dispone de los siguientes 

instrumentos: 

 

1. Puede velar para que los Estados miembros, al conceder derechos especiales o 

exclusivos, cumplan las disposiciones comunitarias en materia de competencia. En 

particular, procura que las autoridades públicas no se extralimiten al momento de 

determinar las condiciones en las cuales se han de ejercer las misiones de interés general 

confiadas a determinadas empresas; 

2. Por otra parte, posee un instrumento de incitación a la apertura de los mercados, puesto 

que, según sea el caso, puede proponer al Consejo o al Parlamento Europeo la adopción 

de una directiva de liberalización. Una directiva es un texto comunitario que fija un objetivo 

común que todos deben lograr, para lo cual cada Estado miembro ha de incorporarla a su 

legislación y aplicarla; y, 

3. Por último, controla que las normas comunitarias de competencia sean respetadas 

efectivamente por las empresas que tienen derechos especiales o exclusivos, no obstante 

que en el marco de su control debe respetar la misión particular asignada a la empresa.  

 

Algunos ejemplos de la acción de la Comisión Europea en esta materia han sido la 

liberalización de la telefonía móvil en España y de la publicidad televisada en Bélgica, entre 

otros. 
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3.3. Reglamentos para la aplicación de los principios enunciados en los artículos 81 y 82 del 

Tratado. 

 

En virtud de lo establecido en el artículo 83 del Tratado, el Consejo de la Unión Europea, por 

mayoría calificada, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo, 

adoptará los reglamentos o directivas apropiados para la aplicación de los principios enunciados 

en los referidos artículos 81 y 82. 

 

Tal mandato se materializó en la siguiente normativa:  

 

A. Reglamento (CE) Nº 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la 

aplicación de las normas de competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado.32 

 

Esta norma tiene por finalidad establecer un régimen que garantice la competencia en el 

mercado. El Diario Oficial de las Comunidades Europeas publicó con fecha 4 de enero del 2003 

el citado Reglamento, relativo a la aplicación de las normas sobre competencia previstas en los 

artículos 81 y 82 del Tratado, de gran interés para la protección del consumidor, dada la íntima 

relación que existe entre la garantía de la competencia en el mercado y la protección de los 

intereses de los consumidores. 

 

A continuación, revisaremos los puntos más importantes contenidos entre las consideraciones 

que se tuvieron a la vista para la adopción del citado Reglamento.33  

 

El objetivo de este Reglamento, que entró en vigor a partir del 1° de mayo de 2004, es 

establecer un régimen que garantice que no se falsea la competencia en el mercado común 

para lo cual se determinan los medios que permitirán velar por la aplicación eficaz y uniforme en 

la Comunidad de los artículos 81 y 82 del Tratado.  

 

En efecto, el Reglamento Nº 17 del año 1962, permitió desarrollar una política comunitaria de la 

competencia que contribuyó a la difusión de una cultura de la competencia en la Comunidad. 

No obstante, a la luz de la experiencia adquirida se consideró necesario sustituir dicho 

Reglamento por una legislación idónea que supere los retos de un mercado integrado y de una 

nueva ampliación de la Comunidad. 

 

                                                           
32  Diario Oficial de las Comunidades Europeas, 4.1.2003, L 1/1 y ss. Puede obtenerse información sobre el Reglamento, 

a través del servidor Europa en la siguiente dirección de Internet: http://europa.eu.int. 
33  Estos Considerandos (1 a 38) se encuentran al principio del Reglamento (CE) Nº1/2003, del Consejo. Op. Cit., L1/1 y 

ss. 
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El nuevo sistema establecido trata de asegurar una supervisión eficaz y, paralelamente, 

simplifica en lo posible el control administrativo, corrigiendo al mismo tiempo la problemática 

planteada por el régimen centralizado establecido en el Reglamento Nº 17, que no estaba ya en 

condiciones de garantizar el equilibrio entre los dos objetivos mencionados. 

 

Para garantizar la aplicación de las normas comunitarias de competencia, así como el respeto 

de los derechos fundamentales de la defensa, el Reglamento regula específicamente la 

atribución de la carga de la prueba, fomenta una mayor participación de las autoridades 

nacionales de la competencia en la aplicación de las normas comunitarias de la competencia y 

señala el papel esencial que los órganos jurisdiccionales nacionales desempeñan en la 

aplicación de las mismas y su carácter complementario respecto al de las autoridades de la 

competencia. 

 

En este mismo orden de ideas y con el fin de velar por la aplicación de las disposiciones del 

Tratado, se estimó oportuno que la Comisión pueda dirigir a las empresas “decisiones”, en 

virtud de las cuales se las intima a hacer cesar las infracciones a los artículos 81 y 82. También 

se le atribuyen competencias para adoptar decisiones que constaten la comisión de 

infracciones, aun cuando no imponga ninguna multa, o bien, imponga medidas cautelares; 

asimismo se la faculta para imponer cualquier remedio, sea de comportamiento o estructural, 

que sea necesario para poner, efectivamente, fin a la infracción, incluso, convertir los 

compromisos que las empresas propongan en compromisos obligatorios para ellas mismas. 

 

Del mismo modo, se consideró conveniente, además, la constitución de una red en la que 

participen la Comisión y las autoridades públicas nacionales para la aplicación de las normas de 

competencia comunitarias en estrecha cooperación. A tal efecto, se establecen mecanismos de 

información y de consulta y se disponen las oportunas previsiones respecto a las prioridades 

para iniciar los expedientes por la Comisión o por los Estados. 

 

Finalmente, cabe señalar que se mantiene el Comité Consultivo ya existente y se le atribuyen a 

la Comisión las facultades de requerir la entrega de información precisa para sus 

investigaciones, la de proceder a cuantas inspecciones sean necesarias para detectar 

acuerdos, decisiones y prácticas concertadas prohibidas en el artículo 81 del Tratado, así como 

la explotación abusiva de una posición dominante prohibida en el artículo 82 y la de imponer 

multas sancionadoras y coercitivas cuando se produzcan las infracciones tipificadas en el 

Reglamento. 
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B. Reglamento (CE) Nº 773/2004 de la Comisión, de 07 de abril de 2004, relativo al 

desarrollo de procedimientos de la Comisión con arreglo a los artículos 81 y 82 del 

Tratado.34 

 

Este Reglamento se aplica a los procedimientos instruidos por la Comisión en aplicación de los 

artículos 81 y 82 del Tratado. 

 

A continuación, revisaremos los puntos más importantes contenidos entre las consideraciones 

que se tuvieron a la vista para la adopción del citado Reglamento.35 

 

En virtud de lo dispuesto en el Reglamento (CE) N°1/2003, fue necesario establecer normas 

relativas a la incoación de procedimientos por parte de la Comisión, así como a la tramitación 

de las denuncias y a la audiencia de las partes interesadas. 

 

Previo a analizar las características del procedimiento cabe advertir que con arreglo al 

Reglamento recién mencionado, los órganos jurisdiccionales nacionales deben evitar la 

adopción de decisiones que puedan entrar en conflicto con una decisión prevista por la 

Comisión en el mismo asunto. Una vez que la Comisión haya incoado un procedimiento 

encaminado a la adopción de una decisión, las autoridades de competencia de los Estados 

miembros quedan privadas de sus competencias. 

 

Por otra parte, si bien el Derecho Comunitario procura defender el mercado común y estimular 

la competencia dentro del territorio de la Comunidad Europea, su aplicación se da únicamente 

cuando los intercambios entre los Estados miembros se ven afectados por las prácticas 

anticompetitivas. 

  

El órgano competente para tratar estos asuntos es la Comisión Europea, compartiendo en 

algunos casos el poder de control con los órganos jurisdiccionales y las autoridades de 

competencia de los Estados miembros y, en otros, ejerciéndolo exclusivamente cuando se trata 

de una norma de aplicación general para el conjunto de la Comunidad y cuando la disposición 

legal así lo ha previsto expresamente.  

 

                                                           
34  Diario Oficial de las Comunidades Europeas, 27.4.2004, L 123/18 y ss. Puede obtenerse información sobre el 

Reglamento, a través del servidor Europa en la siguiente dirección de Internet: http://europa.eu.int.  
35  Estos Considerandos (1 a 18) se encuentran al principio del Reglamento (CE) Nº773/2004, de la Comisión. Op. Cit., 

L123/18 y ss. 
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Por último, útil es reiterar que la mayoría de los Estados miembros cuenta con una legislación 

interna propia que les permite abocarse al conocimiento de las prácticas contrarias a la 

competencia, siempre y cuando no afecten al comercio entre los Estados. 

 

a) Forma de iniciarse el procedimiento.36 

 

La Comisión podrá decidir en cualquier momento la incoación de un procedimiento con vistas a 

la adopción de una decisión con arreglo al capítulo III del Reglamento (CE) N°1/2003, teniendo 

para ello, los plazos que se establecen en el artículo 2° de este Reglamento de Procedimiento. 

 

La Comisión puede disponer la publicidad del inicio de un procedimiento por cualquier medio 

apropiado, debiendo informar a las partes interesadas con anterioridad. 

 

Del mismo modo, la Comisión puede ejercer sus poderes de investigación antes de incoar el 

procedimiento, pudiendo al respecto, desestimar una denuncia previamente formulada.  

 

b) Investigaciones realizadas por la Comisión.37 

 

La Comisión tiene la facultad de recabar declaraciones y, en tal sentido, puede interrogar a una 

persona con su consentimiento a través de una entrevista que podrá realizarse por cualquier 

medio, incluido el teléfono o algún medio electrónico. Las explicaciones dadas podrán 

registrarse mediante cualquier procedimiento. 

 

Tras la inspección se pondrá a disposición de la empresa o asociación de empresas interesada 

una copia de las explicaciones registradas. 

 

c) Tramitación de las denuncias.38 

 

Para que las denuncias sean admisibles las personas físicas y jurídicas deberán acreditar un 

interés legítimo para tener derecho a presentar una denuncia.  

 

Se remitirán a la Comisión tres copias en papel y, a ser posible, una copia electrónica de la 

denuncia. Cuando el denunciante solicite que alguna parte de la denuncia sea confidencial, 

remitirá, asimismo, una versión no confidencial de la denuncia. 

 

                                                           
36  Artículo 2º del Reglamento.  
37  Artículo 3º del Reglamento.  
38  Artículo 5º del Reglamento. 
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A partir de la denuncia la Comisión formula un pliego de cargos cuya versión no confidencial es 

puesta en conocimiento del denunciante para que formule sus observaciones por escrito en el 

plazo que se fije. 

 

En su caso, la Comisión también podrá brindar a los denunciantes que así lo soliciten en sus 

observaciones por escrito la oportunidad de expresar su punto de vista durante la audiencia de 

las partes destinatarias del pliego de cargos. 

 

d) Ejercicio del derecho a ser oído.39 

 

La Comisión informará por escrito a las partes afectadas de las objeciones formuladas en su 

contra. El pliego de cargos se le notificará a cada una de ellas y se les fijará un plazo en el que 

éstas podrán comunicar sus observaciones por escrito. 

 

e) Derecho a una audiencia.40 

 

La Comisión dará a las partes a las que haya enviado un pliego de cargos la oportunidad de 

exponer sus argumentos oralmente en una audiencia, si así lo solicitan en sus alegaciones por 

escrito. 

 

f) Audiencia de otras personas.41 

 

Si una persona física o jurídica distinta de las mencionadas solicita ser oída y acredita un 

interés suficiente, la Comisión le informará por escrito la naturaleza y el objeto del 

procedimiento y fijará un plazo en el que podrá formular sus observaciones por escrito. 

 

La Comisión podrá invitar a cualquier otra persona a expresar sus observaciones por escrito y a 

asistir a la audiencia de las partes destinatarias de un pliego de cargos. La Comisión también 

podrá invitar a estas personas a formular sus observaciones durante la audiencia. 

 

g) Acceso al expediente y utilización de los documentos.42 

 

Previa solicitud, la Comisión puede dar acceso al expediente a las partes destinatarias de un 

pliego de cargos, derecho que no se extenderá a los secretos comerciales y otro tipo de 

                                                           
39  Artículo 10 del Reglamento. 
40  Artículo 12 del Reglamento. 
41  Artículo 13 del Reglamento. 
42  Artículo 15 del Reglamento. 
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información confidencial ni a los documentos internos de la Comisión o de las autoridades de 

competencia de los Estados miembros. Tampoco se extenderá a la correspondencia entre la 

Comisión y las autoridades de competencia de los Estados miembros o entre dichas 

autoridades cuando tal correspondencia figure en el expediente de la Comisión. 

 

h) Identificación y protección de la información confidencial.43 

 

La Comisión no comunicará ni dará acceso a la información, incluidos los documentos, si 

contiene secretos comerciales u otro tipo de información confidencial sobre cualquier persona. 

 

Toda persona que formule sus observaciones o que presente ulteriormente información 

adicional a la Comisión en el curso del mismo procedimiento, deberá indicar con claridad los 

elementos que considere confidenciales, exponiendo sus razones, y facilitar una versión 

separada no confidencial en el plazo establecido por la Comisión para que formule sus 

observaciones. 

 

i) Multas.44 

 

El importe de las multas se calcula teniendo en cuenta la gravedad y duración de la infracción. 

Para determinar el importe de las multas, la Comisión Europea tiene además en cuenta posibles 

circunstancias agravantes o atenuantes. Las multas impuestas pueden llegar hasta el 10% de la 

facturación mundial de las empresas de que se trate. 

 

j) Recursos.45 

 

Por último, las decisiones de la Comisión pueden ser objeto de recurso ante el Tribunal de 

Primera Instancia y el Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea. 

                                                           
43  Artículo 16 del Reglamento. 
44  “La Política de Competencia en Europa y el ciudadano”, Op. Cit., p. 9. 
45  Ibíd.  


